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1. ASUNTO  

1.1. Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la acción de tutela promovida por el señor Alex Mauricio Rodríguez Tamayo en contra del doctor Elías Vanegas Ahumada (o quien haga sus veces) de la Dirección Nacional de Fiscalías el doctor Jorge Mario Trejos Arias (o quien haga sus veces) de la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda y del doctor Álvaro J. Barrera J. de la Unidad de Fiscalía Delegada ante los Tribunales Superiores de Quindío y Risaralda por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la justicia, toda vez que el accionante en calidad de víctima denunció al doctor  Dídimo Ernesto Vargas Molina, quien fungía como Fiscal 1º Especializado de Pereira Risaralda, por supuestas irregularidades presentadas dentro de la investigación radicada al No.660016000035200801880 por el delito de secuestro simple y porte ilegal de armas.
1.2. La mencionada denuncia correspondió por reparto ante la Fiscalía 3ª Delegada ante los Tribunales Superiores de Quindío y Risaralda, bajo el radicado No.17386 30 06 37 2014 80110, la cual fue acumulada en virtud del factor de conexidad con el radicado  NUNC 11001600010220090087 donde aparece como denunciante el señor Gustavo Rodríguez Álvarez progenitor del señor Alex Mauricio Rodríguez Tamayo y denunciado el doctor Dídimo Ernesto Vargas Molina. (Fls. 72-76).

Esta Sala conoció de la solicitud de preclusión de la investigación seguida en contra del doctor Dídimo Ernesto Vargas Molina, quien aparecía como indiciado por el delito de amenazas a testigo, dentro del proceso radicado al No. NUNC 11001600010220090087 y el  26 de mayo de 2015 con ponencia del Magistrado, doctor Jorge Arturo Castaño Duque se decidió lo siguiente, según se desprende de copia de dicha providencia obtenida del archivo de la Secretaría de este Tribunal, visible a folios 108 a 117: 
“PRIMERO: SE DECRETA la PRECLUSIÓN de la acción penal a favor del Dr. DÍDIMO ERNESTO VARGAS MOLINA, en su condición de Fiscal Primero Especializado de Pereira (Rda.), para la época, por los hechos presuntamente constitutivos del punible de amenazas contra testigo y por las razones anunciadas en el cuerpo motivo de esta providencia.   SEGUNDO: En firme esta decisión se archivarán las diligencias en forma definitiva en lo que atañe al indiciado Dr. VARGAS MOLINA…”
Así las cosas, como de la lectura de la acción constitucional que promueve el señor Alex Mauricio Rodríguez Tamayo se evidencia que la misma igualmente está dirigida en contra del doctor Álvaro J. Barrera Jaramillo Fiscal  3º  Delegado ante los Tribunales de Armenia y Pereira,  quien solicitó la preclusión de la investigación seguida en contra del doctor Dídimo Ernesto Vargas Molina y una de sus pretensiones es que “se reabran y continúen los investigaciones que “ilegalmente” (sic) se precluyeron y archivaron como se lo permite la constitución y la ley” (folio 99),  tal pretensión tiene efectos frente a la competencia funcional para conocer de la presente demanda de amparo.
1.3. El Decreto 1382 de 2002, en materia de competencia, establece que:

“ARTICULO 1º-Para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: (…) 

2. Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.   (…)”

A su vez el numeral 2º del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15 que estableció las reglas para el reparto de la acción de tutela dispuso “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado (…)”

La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

En estas condiciones la Sala de Decisión Penal Superior de Pereira  DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la presente acción y ORDENA remitirla a la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, en razón del factor de competencia antes señalado para que sea repartida entre los integrantes de esa Corporación. 
Infórmese a la parte accionante al respecto.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:      Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible.      Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación).  Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia. Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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